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i n t ro d  c c i  n
Con las sucesivas regulaciones del contrato de concesión de obras públi-
cas, desde el siglo xix, el legislador español ha intentado garantizar que se 
construyesen las grandes infraestructuras necesarias para la modernización 
y el desarrollo del país1. Para ello, ha ido diseñando y perfeccionando una 
disciplina con la que, además de tutelar el interés público en juego, no solo 
se proteja el interés particular del concesionario, sino también los intereses 
de terceros que intervienen aportando los recursos económicos imprescin-
dibles para asegurar la realización de la obra pública de que, en cada caso, 
se trate. En esta línea, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 201/2/UE y 201/2/
UE, de 26 de febrero de 201 (en adelante, lcsp), continúa la mejora de la 
normativa preexistente; así, por ejemplo, por primera vez, se regula la posi-
bilidad de que el acreedor (hipotecario o pignoraticio), si puede demostrar 
la existencia de indicios que prueben la inviabilidad de la concesión, solicite 
la cesión del contrato de obra pública a favor de un tercero2.
Dada esta nueva regulación –continuista de la tradición histórica, pero 
no exenta de relevantes novedades–, en el presente trabajo se pretende, en 
primer lugar, exponer los principales aspectos que definen el renovado ré-
gimen del contrato de concesión de obra pública en España y, en segundo 
lugar, valorar su posible contribución al logro de un sistema de planificación 
y ejecución de infraestructuras públicas más eficiente. Para ello, se ofrece-
rá una visión global y estructurada de las peculiaridades de este, centrada 
1 Cfr., sobre esta prístina normativa, humberto gosálbez pequeño. “Los orígenes de la conce-
sión de obras públicas en el derecho español: el principio del concesionario interpuesto en la 
legislación ferroviaria del siglo xix”, Revista digital de Derecho Administrativo, n.º 19, 2018, pp. 
221-256 y pablo menéndez garcía y rafael fernández acevedo. “Análisis histórico-jurídico 
de la concesión de obra pública”, adolfo menéndez menéndez (coord.), Instrumentos españoles 
de colaboración público-privada: el contrato de concesión de obras públicas, Madrid, Civitas, 2010, 
pp. 51-102.
2 Es necesario destacar que quedan excluidos de su ámbito algunos importantes contratos de 
concesión de obras, como los contratos de concesión de obras portuarias y aeroportuarias, o, en 
el sector del agua, los contratos de concesión de obras para suministrar o explotar redes fijas; cfr. 
Contratación Pública. 2018-2019, Madrid, Francis Lefebvre, 2018, pp. 7 y 75.
 Sobre la delimitación conceptual, en general, de este contrato, cfr. francisco sanz gandasegui. 
“El concepto de contrato de concesión de obras públicas”, en menéndez menéndez (coord.), 
Instrumentos españoles de colaboración público-privada, cit., pp. 10-1.
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en sus elementos principales; omitiendo, por razones de espacio, tanto las 
referencias a cuestiones comunes a todos los contratos públicos españoles 
como a cuestiones procedimentales de detalle.
1 .  lo s  e l em e n to s  c a rac t e r  s t i c o s  d e l  c o n t rato 
d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s :  e l  c o n t e n i d o 
d e  la  p r e s tac i  n  d e l  c o n c e s i o na r i o  y  e l  a l c a n c e 
d e  la  c o n t ra p r e s tac i  n  d e  la  a dm i n i s t r ac i  n
En la lcsp se establece que el contenido de la prestación del contratista en 
el contrato de concesión de obras consiste en la obligación de realizar una 
obra. Dicho de otro modo, por medio de este contrato el contratista se 
compromete a realizar un conjunto de trabajos de construcción o de in-
geniería civil, destinado a cumplir por sí mismo una función económica o 
técnica, que tenga por objeto un bien inmueble. Dentro del citado conjunto 
de trabajos se incluyen: a) aquellos que modifican la forma o sustancia del 
terreno o de su vuelo; b) aquellos de mejora del medio físico o natural; 
c) aquellos de restauración y reparación de construcciones existentes, 
incluidas las actuaciones de reposición y gran reparación; d) aquellos de 
conservación y mantenimiento de elementos construidos; y e) aquellos 
de adecuación, reforma y modernización5.
A su vez, la contraprestación que recibe el concesionario por la realización 
de las actividades que se acaban de describir consiste, de conformidad con 
el artículo 1.1 lcsp, ya sea únicamente en el derecho a explotar la obra, ya 
sea en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
Ahora bien, según el artículo 1. lcsp, el derecho de explotación de 
las obras ha de implicar, en todo caso, la transferencia al concesionario de 
 Cfr. arts. 1.1 y 1.1 y 1.2 lcsp.
5 Además, el apartado  del artículo 1 lcsp establece: “El contrato de concesión de obras podrá 
también prever que el concesionario esté obligado a proyectar, ejecutar, conservar, reponer y 
reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y que sean necesa-
rias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su mejor 
funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con 
las mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan 
ser objeto de explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario 
conjuntamente con la explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos 
respectivos”.
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todo o parte del riesgo operacional en la explotación de dichas obras6. Hay 
que subrayar que la parte de riesgo que es transferida al concesionario debe 
suponer una exposición real a las incertidumbres del mercado que implique 
que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el concesionario 
no es meramente nominal o desdeñable7.
De acuerdo con la lcsp, se considerará que el concesionario asume un 
riesgo operacional relevante cuando no esté garantizado que, en condiciones 
normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones rea-
lizadas, ni a cubrir los costes en que hubiera incurrido, como consecuencia 
de la explotación de las obras que sean objeto de la concesión. 
No obstante lo dicho, hay que recalcar que es posible que el riesgo esté 
limitado ab initio8; lo que no cabe es que el mismo se excluya, garantizando 
al operador económico unos ingresos mínimos iguales a las inversiones y 
costes que este ha de realizar y soportar9.
2 .  la  d  rac i  n  d e l  c o n t rato  d e  c o n c e s i  n 
d e  o b ra s  y  la  f i na n c i a c i  n  d e  e s ta s 
De conformidad con el artículo 29.6 lcsp, los contratos de concesión de obras 
tendrán un plazo de duración limitado, el cual se calculará en función de las 
obras que constituyan su objeto y se hará constar en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares. 
En todo caso, la duración de los contratos de concesión de obras no podrá 
exceder, incluyendo las posibles prórrogas, de cuarenta años10. Además, si la 
concesión de obras sobrepasa el plazo de cinco años, el citado precepto exige que 
6 Este riesgo ha de ser un riesgo derivado de factores que escapan al poder las partes. No se puede 
considerar riesgo operacional el ligado a mala praxis, incumplimientos, etc.; cfr. Considerando 
20 de la Directiva 201/2/UE.
7 Sobre este concepto jurídico indeterminado, cfr. el excelente trabajo de alejandro josé huergo 
lora. “El riesgo operacional en la nueva Ley de Contratos del Sector Público”, Documentación 
Administrativa, nueva época, n.º , 2017, pp. 1-51.
8 Cfr. Considerando 19 de la Directiva 201/2/UE.
9 Cfr. Considerando 20 de la Directiva 201/2/UE.
10 En determinados supuestos, este plazo se ha ampliado normativamente. Así, por ejemplo, el 
artículo 1.a) del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas, dispone: “No serán de aplicación los plazos fijados en el artículo 
26 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, estableciéndose los siguientes: a) El 
plazo de la concesión para la construcción y explotación o solamente la explotación de las obras 
hidráulicas será el previsto en cada pliego de cláusulas administrativas particulares para lo que 
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la duración máxima de la misma no supere el tiempo que se calcule razonable 
para que el concesionario recupere las inversiones realizadas para la explotación 
de las obras –incluyéndose aquí tanto las inversiones iniciales como las realizadas 
durante la vida de la concesión–, junto con un determinado rendimiento sobre el 
capital invertido. Estos cálculos han de efectuarse siguiendo lo establecido en el 
artículo 10, sobre “Período de recuperación de la inversión de los contratos”, del 
Real Decreto 55/2017, de  de febrero, por el que se desarrolla la Ley 2/2015, 
de 0 de marzo, de desindexación de la economía española11.
Para hacer frente a estas inversiones, el concesionario puede contar con 
financiación privada y pública.
En el seno del mercado privado de capitales, para obtener los fondos que 
precisa cabe que el concesionario12:
a. Cree toda clase de obligaciones, bonos u otros títulos semejantes admi-
tidos en derecho, dirigidos tanto a inversores exteriores como interiores, de 
acuerdo con los requisitos y condiciones que establece el artículo 271 lcsp.
b. Emita valores que representen una participación en uno o varios de 
los derechos de crédito a su favor, consistentes en el derecho al cobro de las 
tarifas, los ingresos que pueda obtener por la explotación de los elementos 
comerciales relacionados con la concesión, así como los que correspondan 
a las aportaciones que, en su caso, deba realizar la Administración. La rea-
lización de estas emisiones se ha de ajustar a lo dispuesto en el artículo 272 
lcsp sobre la incorporación a títulos negociables de los derechos de crédito 
del concesionario.
c. Oferte créditos participativos en sus ingresos, de conformidad con las 
prescripciones contenidas en el artículo 277 lcsp.
d. Hipoteque la concesión de obras, con los bienes y derechos que lleve 
incorporados, según lo previsto en los artículos 27 a 276 lcsp y a lo esta-
blecido en la legislación hipotecaria1.
se tendrá en cuenta la naturaleza de las obras y la inversión a realizar, sin que pueda exceder en 
ningún caso de 75 años”.
11 Cfr. ignacio calatayud prats. “Contratos de concesión de obras y concesión de servicios”, 
Nueva Ley de Contratos del Sector Público, Madrid, Francis Lefebvre, 2018, p. 185.
12 Sobre las innovaciones en este ámbito, cfr. josé ignacio monedero y césar herrero. “Principales 
novedades a propósito de la financiación privada de concesiones en la nueva Ley de Contratos 
del Sector Público”, Anuario de Derecho Administrativo 2018, miguel ángel recuerda girela 
(dir.), Madrid, Civitas, 2018, pp. 279-298.
1 Cfr., sobre esta interconexión normativa y sus problemas, francisco javier gómez gálligo, 
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Por otra parte, cabe que los entes del sector público apoyen la realización 
de la obra objeto del contrato de concesión de obra pública; así, es posible que: 
a. La Administración Pública concedente financie las obras objeto de la 
concesión o realice aportaciones no dinerarias con el mismo fin, respetando 
las condiciones establecidas en los artículos 265 y 266 lcsp.
b. Otras administraciones públicas financien las obras objeto de la con-
cesión o realicen aportaciones no dinerarias con el mismo fin, cumpliendo 
los requisitos fijados por los artículos 265 y 266 lcsp.
 .  la  p o s i c i  n  j  r  d i c a  d e  la s  pa rt e s 
e n  e l  c o n t rato  d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s
Las posiciones jurídicas de la Administración contratante y del contratista 
privado, en el contrato de concesión de obra pública, vienen determinadas 
por el conjunto de prerrogativas, derechos y obligaciones que la normativa 
otorga y reconoce a cada uno de ellos. A continuación, con el fin de aclarar 
cuáles son tales situaciones, se explicarán, sucintamente, tanto las prerro-
gativas, facultades y deberes de la Administración, como los derechos y 
obligaciones del concesionario.
 . 1 .  p r e r ro g at i a s ,  fa c  lta d e s  y  d e b e r e s 
d e  la  a dm i n i s t r ac i  n
De acuerdo con el artículo 261 lcsp, corresponden a la Administración con-
cedente las siguientes facultades y, eventualmente, sus correlativas cargas:
a. Interpretar los contratos de concesión de obras y resolver las dudas 
que ofrezca su cumplimiento.
b. Establecer, en su caso, las tarifas máximas por la utilización de las obras.
c. Imponer, con carácter temporal, las condiciones de utilización de las 
obras que sean necesarias para solucionar situaciones excepcionales de interés 
general, abonando la indemnización que pueda proceder.
d. Modificar unilateralmente los contratos por razones de interés públi-
co debidamente justificadas. En particular, de conformidad con el artículo 
“La hipoteca de la concesión de obra pública y su conexión con la normativa hipotecaria”, Revista 
Crítica de Derecho Inmobiliario, n.º 676, 200, pp. 10-1070.
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262 lcsp, se podrá acordar, cuando el interés público lo exija y si concurren 
las circunstancias previstas en la lcsp, la modificación de las obras, así 
como su ampliación; procediéndose, en este supuesto, a la revisión del plan 
económico-financiero, al objeto de acomodarlo a las nuevas circunstancias.
e. Decidir el restablecimiento del equilibrio económico de la concesión 
a favor del interés público, en la forma y con la extensión prevista en el ar-
tículo 270 lcsp. En especial, la Administración puede reponer el equilibrio 
del contrato en su favor reduciendo el plazo de la concesión.
f. Ejercer las funciones de policía en el uso y explotación de las obras, en 
los términos que se determinen en la legislación sectorial específica.
g. Vigilar y controlar el cumplimiento de las obligaciones del concesiona-
rio, a cuyo efecto podrá inspeccionar el servicio, sus obras, instalaciones y lo-
cales, así como la documentación, relacionados con el objeto de la concesión.
h. Sancionar al concesionario con las penalidades pertinentes por razón 
de los incumplimientos en que incurra. Según el artículo 26 lcsp, dichas 
penalidades han de estar previstas en los pliegos de cláusulas administra-
tivas particulares, los cuales establecerán un catálogo de incumplimientos 
de las obligaciones del concesionario, distinguiendo entre los de carácter 
leve y grave, y fijarán la cuantía de estas de modo proporcional al tipo de 
incumplimiento y a la importancia de la explotación económica. En todo 
caso, la cuantía de la penalización, como mínimo, ha de ser igual al valor 
del daño causado.
i. Imponer al concesionario multas coercitivas cuando persista en el 
incumplimiento de sus obligaciones, siempre que hubiera sido requerido 
previamente y no las hubiera cumplido en el plazo fijado (art. 26.6 lcsp). 
A falta de determinación por la legislación específica, el importe diario de 
la multa será de .000 euros.
j. Acordar el secuestro o intervención de la concesión en los casos en que 
el concesionario no pueda hacer frente, temporalmente y con grave daño 
social, a la explotación de la obra por causas ajenas al mismo o incurriese en 
un incumplimiento grave de sus obligaciones que pusiera en peligro dicha 
explotación, de conformidad con lo establecido en el artículo 26 lcsp, así 
como en aquellos supuestos previstos en los pliegos de clausulas adminis-
trativas particulares (art. 16. lcsp)1. Una vez efectuado el secuestro o 
1 Cfr. nicolás gonzález-deleito. “La tutela cautelar y cautelarísima frente a acuerdos de se-
cuestros de concesiones”, Anuario de Derecho Administrativo 2018, cit.
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intervención, corresponderá al órgano de contratación la explotación directa 
de la obra pública y la percepción de la contraprestación establecida, pudien-
do utilizar el mismo personal y material del concesionario. En todo caso, el 
secuestro o intervención tendrá carácter temporal y su duración será la que 
determine el órgano de contratación sin que pueda exceder, incluidas las 
posibles prórrogas, de tres años15.
k. Disponer la resolución de los contratos en los casos y en las condiciones 
que se establecen en la lcsp (en particular, en los artículos 26., 279 y 280).
 . 2 .  d e r e c h o s  y  o b l i g ac i o n e s  d e l  c o n c e s i o na r i o
El artículo 257 lcsp enumera, como derechos del concesionario en el contrato 
de concesión de obra pública, los siguientes:
a. El derecho a utilizar los bienes de dominio público de la Administra-
ción concedente que sean necesarios para la construcción, modificación, 
conservación y explotación de las obras. Dicho derecho incluirá el de utilizar, 
exclusivamente para la construcción de las obras, las aguas que afloren o 
los materiales que aparezcan durante su ejecución, previa autorización de 
la Administración competente, para la gestión del dominio público corres-
pondiente.
b. El derecho a recabar de la Administración la tramitación de los proce-
dimientos de expropiación forzosa, imposición de servidumbres y desahucio 
administrativo que resulten precisos para la construcción, modificación y 
explotación de las obras, así como la realización de cuantas acciones sean 
necesarias para hacer viable el ejercicio de los derechos del concesionario.
c. El derecho a percibir de los usuarios o de la Administración16 una 
retribución por la utilización de las obras que se denominará tarifa y tendrá 
15 Cfr. francisco javier vázquez matilla. “El contrato de concesión de obras”, en alberto 
palomar olmeda y mario garcés sanagustín (dirs.), Comentarios a la Ley de Contratos del 
Sector Público: adaptados a la Orden hfp/1298/2017, de 26 de diciembre, Madrid, Wolters Kluwer, 
2018, pp. 705-706.
16 Según el artículo 267. lcsp: “La retribución por la utilización de la obra podrá ser abonada por 
la Administración teniendo en cuenta el grado de disponibilidad ofrecido por el concesionario 
y/o su utilización por los usuarios, en la forma prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares. En caso de que la retribución se efectuase mediante pagos por disponibilidad de-
berá preverse en los pliegos de cláusulas administrativas particulares la inclusión de índices de 
corrección automáticos por nivel de disponibilidad independientes de las posibles penalidades 
en que pueda incurrir el concesionario en la prestación del servicio”.
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la naturaleza de prestación patrimonial de carácter público no tributario17. 
Esta tarifa se fijará en el acuerdo de adjudicación y tendrá el carácter de 
máxima, pudiendo el concesionario aplicar tarifas inferiores, cuando así lo 
estime conveniente. Esta será revisada de conformidad con las disposiciones 
contenidas al efecto en la lcsp18.
d. El derecho a percibir las aportaciones públicas a la explotación, de 
acuerdo con lo previsto en el pliego de condiciones, indispensables para 
garantizar la viabilidad económica de la explotación de las obras, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 268 lcsp.
e. El derecho al mantenimiento del equilibrio económico de la concesión, 
en los términos que establece el artículo 270 lcsp. En líneas generales, si 
la Administración impone una modificación o lleva a cabo cualquier actua-
ción que determine de forma directa la ruptura substancial de la economía 
del contrato, o esta se ve lesionada por causa de fuerza mayor, procederá la 
adopción de alguna de estas medidas: la variación de las tarifas establecidas 
por la utilización de las obras; el recálculo de la retribución a abonar por la 
Administración concedente o, excepcionalmente, la prórroga del plazo de la 
concesión por un período que no exceda de un 15 % de su duración inicial19.
f. La facultad de titulizar sus derechos de crédito, en los términos pre-
vistos en la lcsp.
g. El derecho a ceder la concesión de acuerdo con lo previsto en el artículo 
21 lcsp (step in right)20 y a hipotecar la misma en las condiciones estableci-
das en la ley, previa autorización del órgano de contratación en ambos casos.
17 Como señala Calatayud Prats, se trata de una nueva categoría financiera distinta tanto de las tasas 
como de los precios públicos; es un tertium genus que la lcsp denomina de forma abreviada “tari-
fa”; cfr. ignacio calatayud prats. “Contratos de concesión de obras y concesión de servicios”, 
en Nueva Ley de Contratos del Sector Público, cit., p. 191. Sobre el régimen de esta tarifa, cfr. 
joaquín tornos mas. “La tarifa como forma de retribución de los concesionarios de servicios 
de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público”, El Cronista del Estado Social y Democrático 
de Derecho, n.º 7, 2018, pp. 1-19.
18 Sobre esta cuestión, cfr. juan martínez y zoila jiménez. “El nuevo régimen de revisión de precios 
en contratación pública y, en concreto, en los contratos de concesión de obras y servicios”, en miguel 
ángel recuerda girela (ed.), Anuario de Derecho Administrativo 2018, Navarra, Dykinson, 2018. 
19 Cfr. victoria martín sanz. “El principio del equilibrio económico-financiero. Situación actual y 
perspectivas. El caso de las autopistas de peaje”, Anuario de Derecho Administrativo 2017, miguel 
ángel recuerda girela (dir.), Madrid, Civitas, 2017.
20 Sobre las innovaciones en este ámbito, cfr. iria calviño y javier guillén. “Análisis del artículo 
21 de la nueva lcsp: en concreto sobre el cambio de control y la transmisión de participaciones 
en los contratos de concesiones”, Anuario de Derecho Administrativo 2018, cit., pp. 555-572.
28Marcos Almeida Cerreda
h. El derecho a desistir del contrato cuando este resulte extraordina-
riamente oneroso para él21, como consecuencia de una de las siguientes 
circunstancias:
- La aprobación de una disposición general por una Administración 
distinta de la concedente con posterioridad a la formalización del contrato.
- Cuando el concesionario deba incorporar, por venir obligado a ello 
legal o contractualmente, a las obras o a su explotación avances técnicos que 
las mejoren notoriamente y cuya disponibilidad en el mercado, de acuerdo 
con el estado de la técnica, se haya producido con posterioridad a la forma-
lización del contrato.
Además de los aquí citados expresamente, el concesionario tiene todos 
aquellos otros derechos que le sean reconocidos por la lcsp u otras leyes o 
por los pliegos de condiciones.
Por lo que se refiere a las obligaciones, las generales se contienen en el 
artículo 258 lcsp, el cual establece que el concesionario, en el contrato de 
concesión de obra pública, debe: 
a. Ejecutar las obras con arreglo a lo dispuesto en el contrato. Ahora 
bien, esta obligación implica además que el concesionario ha de mantener 
las obras de conformidad con lo que, en cada momento y según el progreso 
de la ciencia, disponga la normativa técnica, medioambiental, de accesibili-
dad y eliminación de barreras y de seguridad de los usuarios que resulte de 
aplicación (art. 259. lcsp)22.
b. Explotar las obras, asumiendo el riesgo operacional de su gestión, con 
la continuidad y en los términos establecidos en el contrato u ordenados 
posteriormente por el órgano de contratación.
c. Admitir la utilización de las obras por todo usuario, en las condicio-
nes que hayan sido establecidas, de acuerdo con los principios de igualdad, 
21 De conformidad con el artículo 270. lcsp: “Se entenderá que el cumplimiento del contrato de-
viene extraordinariamente oneroso para el concesionario cuando la incidencia de las disposiciones 
de las Administraciones o el importe de las mejoras técnicas que deban incorporarse supongan 
un incremento neto anualizado de los costes de, al menos, el 5 por ciento del importe neto de la 
cifra de negocios de la concesión por el período que reste hasta la conclusión de la misma. Para el 
cálculo del incremento se deducirán, en su caso, los posibles ingresos adicionales que la medida 
pudiera generar”.
22 Sobre la imposición de cláusulas de progreso, calidad y técnica, cfr. Contratación Pública. 2018-
2019, cit., pp. 9 y 95 y tomás quintana lópez. “Algunas cuestiones sobre la cláusula de 
progreso en el contrato de concesión de obras públicas”, Revista Española de Derecho Adminis-
trativo, n.º 11, 2006, pp. 21-.
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universalidad y no discriminación, mediante el abono, en su caso, de la 
correspondiente tarifa. Respecto de este último requisito, el artículo 259. 
lcsp establece expresamente que el concesionario podrá impedir el uso de 
las obras a aquellos usuarios que no abonen la tarifa correspondiente.
d. Cuidar del buen orden y de la calidad de las obras, y de su uso, pu-
diendo dictar las oportunas instrucciones, sin perjuicio de los poderes de 
policía que correspondan al órgano de contratación. En este sentido, el ar-
tículo 259.1 lcsp reitera que el concesionario deberá cuidar de la adecuada 
aplicación de las normas sobre uso, policía y conservación de las obras. Y 
para ello, el personal encargado de la explotación de las obras, en ausencia 
de agentes de la autoridad, podrá adoptar las medidas necesarias en orden a 
la utilización de las obras, formulando, en su caso, las denuncias pertinentes. 
A estos efectos, servirán de medio de prueba las obtenidas por el personal 
del concesionario debidamente acreditado y con los medios previamente 
homologados por la Administración competente, así como cualquier otro 
admitido en derecho.
e. Indemnizar los daños que se ocasionen a terceros por causa de la 
ejecución de las obras o de su explotación, cuando le sean imputables de 
acuerdo con el artículo 196 lcsp. En especial, según el artículo 29. lcsp, 
el concesionario responderá de los daños derivados de los defectos del 
proyecto cuando, de conformidad con los términos de la concesión, le co-
rresponda su presentación o haya introducido mejoras en el propuesto por 
la Administración2.
f. Proteger el dominio público que quede vinculado a la concesión, en 
especial, preservando los valores ecológicos y ambientales del mismo.
Además de estos deberes, recogidos expresamente en el citado artículo 
258 lcsp, al concesionario le corresponden todos aquellos otros previstos 
en la misma lcsp, en otras leyes o en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.
2 Sobre esta polémica cuestión, cfr. maría consuelo alonso garcía. “La responsabilidad patri-
monial frente a terceros por la ejecución del contrato de concesión de obra pública”, en francisco 
puerta seguido (coord.), El contrato de concesión de obras públicas en la Ley de Contratos del Sector 
Público, Madrid, La Ley, 2009, pp. 229-25.
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 .  e l  c i c lo  d e  la   i da  d e l  c o n t rato 
d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s  p  b l i c a s 
Procede ahora describir, de modo sucinto, las principales vicisitudes que 
atraviesa todo contrato de concesión de obra pública desde su preparación 
hasta su extinción, pasando por su ejecución.
 . 1 .  la  p r e pa rac i  n  d e l  c o n t rato 
d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s
Además de las acciones comunes a todo tipo de contratos, la preparación 
del contrato de concesión de obras requiere la realización de las siguientes 
operaciones: comprobación de la viabilidad de la actuación, definición de 
las obras a realizar, diseño del contrato de concesión y análisis de su soste-
nibilidad financiera.
 . 1 . 1 .  c om p ro bac i  n  d e  la   i a b i l i da d  
d e  la  a c t ac i  n
El artículo 27 lcsp establece que, con carácter previo a la decisión de 
construir y explotar en régimen de concesión unas obras, se acordará por la 
Administración la realización de un estudio de viabilidad de estas. Entre otras 
cuestiones, con este análisis se trata de determinar si la obra y la inversión 
que la misma implica, tal y como se plantea, por una parte, se halla justificada 
y es adecuada, desde el punto de vista ambiental, territorial, urbanístico, 
social, tecnológico, financiero, económico y de la seguridad y la salud, y, 
por otra parte, si su construcción a través de un contrato de concesión es la 
mejor alternativa posible2.
2 Hay que destacar que, de conformidad con el artículo 27.5 lcsp, se admitirá la iniciativa privada 
en la presentación de estudios de viabilidad de eventuales concesiones. Si dicho estudio de viabi-
lidad fuese admitido y culminara en el otorgamiento de la correspondiente concesión, salvo que 
dicho estudio hubiera resultado insuficiente de acuerdo con su propia finalidad, su autor tendrá 
derecho en la correspondiente licitación a 5 puntos porcentuales adicionales a los obtenidos por 
aplicación de los criterios de adjudicación establecidos en el correspondiente pliego de cláusulas 
administrativas particulares. En el supuesto de que quien presentó el estudio no resulte adjudi-
catario tendrá derecho al resarcimiento de los gastos efectuados para su elaboración, incremen-
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No obstante lo dicho, el párrafo sexto del citado artículo permite que la 
Administración concedente acuerde motivadamente la sustitución del es-
tudio de viabilidad por un análisis menos detallado, el denominado estudio 
de viabilidad económico-financiera, cuando por la naturaleza y finalidad 
de las obras o por la cuantía de la inversión requerida se considere que este 
es suficiente.
 . 1 . 2 .  d e f i n i c i  n  d e  la s  o b ra s  a  r e a l i z a r  
y  d e c la rac i  n  d e  s    t i l i da d  p  b l i c a
Si las obras que procede realizar son de gran complejidad o están parcamente 
concretadas, la Administración concedente debe redactar un anteproyecto 
de construcción y explotación de las mismas, de acuerdo con los requisitos y 
siguiendo el procedimiento fijado en el artículo 28 lcsp. Por el contrario, si 
las obras están determinadas en todas sus características, la Administración 
concedente ha de llevar a cabo, directamente, tanto la redacción, supervisión, 
aprobación y replanteo del correspondiente proyecto de obras, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 29 lcsp, como el reconocimiento 
de la utilidad pública de la obra, a los efectos previstos en la legislación de 
expropiación forzosa25.
 . 1 .  .  d i s e  o  d e l  c o n t rato  d e  c o n c e s i  n
En este punto han de aprobarse los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares por los que, según el artículo 250 lcsp, se regirá el contrato de 
concesión de obra. En estos pliegos, esencialmente, se ha de: a) definir la 
obra que es objeto del contrato; b) fijar los plazos para el diseño, ejecución 
y explotación de la obra; c) establecer los derechos y obligaciones de las 
partes durante la ejecución y explotación de la obra, en especial, tanto el 
sistema de retribución del concesionario como el régimen de penalidades y 
supuestos que puedan dar lugar al secuestro o intervención de la concesión; 
tados en un 5 por cien como compensación, gastos que podrán imponerse al concesionario como 
condición contractual en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas particulares.
25 Cuando no existiera anteproyecto, la Administración concedente someterá el proyecto, antes de 
su aprobación definitiva, a la tramitación establecida en los apartados  y  del artículo 28 lcsp 
para los anteproyectos.
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d) distribuir entre la Administración y el concesionario los riesgos relevantes 
en función de las características del contrato, si bien, en todo caso, como se 
ha señalado, la mayor parte del riesgo operacional le corresponderá, en todo 
caso, al contratista; e) fijar los requisitos de capacidad y solvencia financiera, 
económica y técnica, exigibles a los licitadores, y e) determinar el contenido, 
forma y plazo de presentación de las proposiciones.
 . 1 .  .  a n  l i s i s  d e  la  s o s t e n i b i l i da d  f i na n c i e r a 
d e l  c o n t rato  d e  c o n c e s i  n
El artículo  lcsp ordena que la Oficina Nacional de Evaluación, con 
carácter previo a la licitación de los contratos de concesión de obras, evacue 
informe preceptivo sobre la sostenibilidad financiera de los mismos en dos 
casos:
a) Cuando se realicen aportaciones públicas a la construcción o a la ex-
plotación de la concesión, así como cuando se implemente cualquier medida 
de apoyo financiero al concesionario, y
b) Cuando la tarifa sea asumida total o parcialmente por la Administra-
ción concedente, en el supuesto de que el importe de las obras o los gastos 
de primer establecimiento superen un millón de euros26.
Esta Oficina Nacional de Evaluación es un órgano colegiado, integrado en 
la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación27, 
que, en el ámbito estatal, tiene como finalidad analizar la sostenibilidad fi-
nanciera de los contratos de concesiones de obras y contratos de concesión 
26 De conformidad con este mismo precepto, la Oficina Nacional de Evaluación podrá proponer, 
en atención a los resultados obtenidos con las actuaciones previstas en la Estrategia Nacional de 
Contratación Pública, la ampliación del ámbito de aplicación de este artículo a contratos distin-
tos de los indicados. Estas posibles ampliaciones del ámbito se aprobarán mediante orden del 
ministro de Hacienda y Función Pública, a propuesta de la Oficina Independiente de Regulación 
y Supervisión de la Contratación, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos.
27 A su vez, de acuerdo con el artículo 2 lcsp, la Oficina Independiente de Regulación y Su-
pervisión de la Contratación es un órgano colegiado de los previstos en el artículo 19 de la Ley 
0/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, con plena independencia 
orgánica y funcional, cuya finalidad consiste en velar por la correcta aplicación de la legislación y 
en promover la concurrencia y combatir las ilegalidades, en el campo de la contratación pública. 
Sobre esta oficina, cfr. diana santiago iglesias. “Organización administrativa para la gestión 
de la contratación”, en Nueva Ley de Contratos del Sector Público, Madrid, Francis Lefebvre, 
2018, pp. 21-216. 
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de servicios28. En el ámbito autonómico, cada comunidad autónoma podrá 
adherirse a la Oficina Nacional de Evaluación para que realice dicho informe 
o, si hubiera creado un órgano u organismo equivalente, solicitar tal informe 
preceptivo a este29.
 . 2 .  la  e j e c  c i  n  d e l  c o n t rato 
d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s
En los plazos establecidos en el pliego de cláusulas administrativas par-
ticulares, el concesionario ha de realizar las obras conforme al proyecto 
aprobado por la Administración concedente. No obstante, es posible que la 
Administración ayude al concesionario en la construcción de las obras; esta 
ayuda podrá consistir en la ejecución por su cuenta de parte de las mismas, 
si esta fracción presenta características propias que permitan su tratamiento 
diferenciado, o en su financiación parcial (art. 252.2 lcsp).
La realización de las obras que corresponda al concesionario podrá ser 
contratada en todo o en parte con terceros, de acuerdo con lo dispuesto en 
la lcsp y en el pliego de cláusulas administrativas particulares. De confor-
midad con el artículo 25 lcsp, el concesionario responde de la construcción 
de las obras por terceros; por ello, le corresponde el control de las mismas, 
recabando información y realizando visitas de inspección.
Las obras se ejecutarán a riesgo y ventura del concesionario, salvo en 
aquella parte de la obra que pudiera ser efectuada por cuenta de la Admi-
nistración, en cuyo caso regirá el régimen general previsto para el contrato 
de obras. 
Si la concurrencia de fuerza mayor implicase mayores costes para el 
concesionario en la edificación se procederá a ajustar el plan económico-
financiero. Si la fuerza mayor impidiera por completo la realización de las 
obras se procederá a resolver el contrato, debiendo abonar el órgano de 
contratación al concesionario el importe total de las terminadas, así como 
28 Corresponde al Comité de Cooperación en materia de contratación pública, previsto en el artículo 
29 lcsp, fijar las directrices apropiadas para asegurar que la elaboración de los citados informes 
se realiza con criterios suficientemente homogéneos.
29 Cfr. antonio sala y francesc valdivia. “El papel de la oficina nacional de evaluación en los 
contratos de concesión de obra y de servicios”, Anuario de Derecho Administrativo 2017, cit.
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los mayores costes en que hubiese incurrido como consecuencia del endeu-
damiento con terceros (art. 25 lcsp).
Una vez perfeccionado el contrato, según el artículo 255 lcsp, el órga-
no de contratación solo podrá introducir modificaciones en el proyecto de 
acuerdo con lo establecido en la Subsección .ª, Sección .ª, Capítulo i, Título 
i, del Libro Segundo de la lcsp y en la letra b) del apartado 1 del artículo 
261 del mismo texto legal0. En todo caso, el plan económico-financiero 
de la concesión deberá recoger, mediante los oportunos ajustes, los efectos 
derivados del incremento o la disminución de los costes.
A la terminación de las obras se procederá al levantamiento, por parte 
de la Administración concedente, de un acta de comprobación del correcto 
cumplimiento del contrato por el concesionario. La aprobación de la ante-
dicha acta de comprobación de las obras por el órgano de la Administración 
concedente llevará implícita la autorización para la apertura de las mismas 
al uso público, comenzando así la fase de explotación (art. 256 lcsp).
 .  .  la  f i na l i z a c i  n  d e l  c o n t rato 
d e  c o n c e s i  n  d e  o b ra s
En primer lugar, el contrato de concesión finaliza cuando se extingue la 
concesión por cumplimiento del plazo inicialmente establecido o, en su caso, 
el resultante de sus prórrogas acordadas conforme a la lcsp.
En ese momento, de conformidad, con el artículo 28 lcsp, el conce-
sionario está obligado a hacer entrega a la Administración concedente, en 
buen estado de conservación y uso, de las obras incluidas en la concesión, 
así como de los bienes e instalaciones necesarios para su explotación y de los 
bienes e instalaciones incluidos en la zona de explotación comercial1, si la 
hubiera, de acuerdo con lo establecido en el contrato, todo lo cual quedará 
reflejado en el acta de recepción.
No obstante, los pliegos podrán prever que, a la extinción de la concesión, 
estas obras, bienes e instalaciones, o algunos de ellos, deban ser demolidos 
0 Sobre las modificaciones contractuales, cfr. xavier codina garcía-andrade. “La modificación 
objetiva de los contratos del sector público en la nueva lcsp”, Contratación Administrativa Práctica: 
Revista de la Contratación Administrativa y de los Contratistas, n.º 15, 2018, pp. 12-11.
1 Sobre estas zonas, cfr. rafael domínguez olivera. “Las zonas complementarias de explotación 
comercial”, en menéndez menéndez (coord.), Instrumentos españoles de colaboración público-
privada, cit., pp. 15-150.
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por el concesionario, reponiendo los bienes sobre los que se asienten al estado 
en que se encontraban antes de su construcción.
En segundo lugar, el contrato puede terminar por resolución. Según 
el artículo 279 lcsp, son causas de resolución del contrato de concesión de 
obras, además de las señaladas en el artículo 211 lcsp, con la excepción de 
las contempladas en sus letras d) y e)2, las siguientes:
2 Este precepto, literalmente, establece: “1. Son causas de resolución del contrato:
 “a) La muerte o incapacidad sobrevenida del contratista individual o la extinción de la persona-
lidad jurídica de la sociedad contratista, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 98 relativo a la 
sucesión del contratista.
 “b) La declaración de concurso o la declaración de insolvencia en cualquier otro procedimiento.
 “c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista.
 “d) La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista.
 “En todo caso el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el pliego o en el 
contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio del plazo de duración inicial 
del contrato, incluidas las posibles prórrogas.
 “e) La demora en el pago por parte de la Administración por plazo superior al establecido en el 
apartado 6 del artículo 198 o el inferior que se hubiese fijado al amparo de su apartado 8.
 “f) El incumplimiento de la obligación principal del contrato.
 “Serán, asimismo causas de resolución del contrato, el incumplimiento de las restantes obliga-
ciones esenciales siempre que estas últimas hubiesen sido calificadas como tales en los pliegos o 
en el correspondiente documento descriptivo, cuando concurran los dos requisitos siguientes:
 “1.º Que las mismas respeten los límites que el apartado 1 del artículo  establece para la libertad 
de pactos.
 “2.º Que figuren enumeradas de manera precisa, clara e inequívoca en los pliegos o en el docu-
mento descriptivo, no siendo admisibles cláusulas de tipo general.
 “g) La imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, cuando no 
sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 20 y 205; o cuando dándose las cir-
cunstancias establecidas en el artículo 205, las modificaciones impliquen, aislada o conjuntamente, 
alteraciones del precio del mismo, en cuantía superior, en más o en menos, al 20 por ciento del 
precio inicial del contrato, con exclusión del Impuesto sobre el Valor Añadido.
 “h) Las que se señalen específicamente para cada categoría de contrato en esta Ley.
 “i) El impago, durante la ejecución del contrato, de los salarios por parte del contratista a los 
trabajadores que estuvieran participando en la misma, o el incumplimiento de las condiciones 
establecidas en los Convenios colectivos en vigor para estos trabajadores también durante la 
ejecución del contrato.
 “2. En los casos en que concurran diversas causas de resolución del contrato con diferentes 
efectos en cuanto a las consecuencias económicas de la extinción, deberá atenderse a la que haya 
aparecido con prioridad en el tiempo”.
 Cfr., en especial, sobre la extinción por incumplimiento, ignacio calatayud prats. “Riesgo y 
efectos de la resolución por incumplimiento del contratista de las concesiones de obra y servicio 
público: la liquidación del contrato (rpa) y la indemnización de daños y perjuicios”, Revista 
General de Derecho Administrativo, n.º , 2017.
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a) La ejecución hipotecaria declarada desierta o la imposibilidad de 
iniciar el procedimiento de ejecución hipotecaria por falta de interesados 
autorizados para ello en los casos en que así procediera, de acuerdo con lo 
establecido en la normativa aplicable.
b) La demora superior a seis meses por parte del órgano de contratación 
en la entrega al concesionario de la contraprestación, de los terrenos o de 
los medios auxiliares a que se obligó según el contrato.
c) El rescate de la explotación de las obras por el órgano de contratación. 
Se entenderá por rescate la declaración unilateral del órgano contratante, 
adoptada por razones de interés público, por la que dé por terminada la 
concesión, no obstante la buena gestión de su titular, para su gestión di-
recta por la Administración. El rescate de la concesión requerirá además 
la acreditación de que dicha gestión directa es más eficaz y eficiente que la 
concesional. Con esta última exigencia se limita notablemente la capacidad 
discrecional de la Administración para cambiar la forma de gestión de las 
infraestructuras construidas en régimen de concesión.
d) La supresión de la explotación de las obras por razones de interés 
público.
e) La imposibilidad de la explotación de las obras como consecuencia 
de acuerdos adoptados por la Administración concedente con posterioridad 
al contrato.
f) El secuestro o intervención de la concesión por un plazo superior al 
establecido de conformidad con el apartado  del artículo 26 lcsp, sin que 
el contratista haya garantizado la asunción completa de sus obligaciones.
De conformidad con el artículo 280 lcsp, en los supuestos de resolución 
por causa imputable a la Administración esta abonará en todo caso al conce-
sionario el importe de las inversiones realizadas por razón de la expropiación 
de terrenos, ejecución de obras de construcción y adquisición de bienes 
que sean necesarios para la explotación de la obra objeto de la concesión, 
atendiendo a su grado de amortización. Así mismo, en estos supuestos, la 
 Cfr. nicolás gonzález-deleito. “La republificación de servicios públicos gestionados en 
régimen de concesión”, Actualidad Administrativa, n.º 6, 2018.
 Sobre la rpa, en el contrato de concesión de obra pública, cfr. juan josé lavilla rubira. “Régimen 
jurídico de la concesión de obras”, en josé maría gimeno feliú (dir.), Estudio sistemático de la 
Ley de Contratos del Sector Público, Cizur Menor, Aranzadi, 2018, pp. 1-15.
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Administración concedente indemnizará al concesionario por los daños y 
perjuicios que se le irroguen.
Por el contrario, en los casos en que la resolución se produzca por causas 
no imputables a la Administración, el importe a abonar al concesionario por 
cualquiera de las causas posibles será el que resulte de la valoración de la 
concesión5.
r e f l e  i o n e s  f i na l e s 
Como se pone de manifiesto en el estudio de Romero y otros, “Aproximación 
a la Geografía del despilfarro en España: balance de las últimas dos décadas”, 
en los últimos veinte años, en España, “más de 80 000 millones de euros 
(las obligaciones contraídas superan los 97 000) se han gastado mal o se han 
comprometido en infraestructuras ociosas, infrautilizadas, innecesarias o 
cerradas y en proyectos o eventos efímeros o inútiles. Muchos de ellos a 
modo de ‘cajas vacías’ que ahora se intenta llenar”6. Así, España destaca, en 
negativo, en Europa, por la baja eficiencia económica y social de su inversión 
en infraestructuras, como se señala en el citado trabajo:
… se ha realizado una asignación inadecuada de recursos públicos en materia de 
inversiones (incluidas importantes cantidades procedentes de los fondos europeos). 
Priorizando de manera irracional e ineficiente la inversión en infraestructuras como 
líneas de alta velocidad en detrimento de, por ejemplo, inversiones en educación, 
formación e innovación, o de inversiones en áreas de gran relevancia, como ferro-
carril de cercanías o de media distancia que hubiera facilitado mejoras sustanciales 
en movilidad sostenible7.
Entre otras razones, dicha ineficiencia se ha debido a la ausencia de todo tipo 
de evaluaciones de las inversiones en infraestructuras. En este sentido, cabe 
esperar que tanto el estudio de viabilidad, previsto en el artículo 27 lcsp y 
antes explicado, como el informe preceptivo sobre la sostenibilidad financiera 
que ha de realizar la Oficina Nacional de Evaluación, de conformidad con 
5 En el supuesto de resolución por causas no imputables a la Administración, el órgano de contra-
tación deberá licitar nuevamente la concesión, de acuerdo con el artículo 281 lcsp.
6 Cfr. juan romero et al. “Aproximación a la Geografía del despilfarro en España: balance de las 
últimas dos décadas”, Boletín de la Asociación de Geógrafos Españoles, n.º 77, 2018, p. 5.
7 Cfr. ibíd., pp. 5 y 6.
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el artículo  lcsp, ya considerado, contribuyan a mejorar la eficiencia de 
las inversiones en obras públicas, paliando la falta de evaluación indicada.
Por otro lado, el antedicho informe señala como otro factor de inefi-
ciencia del gasto público en infraestructuras la pervivencia de un modelo 
de capitalismo clientelar8. Así, en él se afirma:
La interpretación de la colaboración público-privada en España es típica del modelo 
definido como crony capitalism: si la inversión reporta beneficios, estos quedan en 
manos de los inversores privados cercanos al poder, pero si arroja pérdidas el sector 
público rescata la inversión y asume las deudas. Esta circunstancia puede quedar 
en ocasiones políticamente garantizada antes de acometer la inversión. Prácticas, 
culturas y reglas de juego que privilegian a determinados sectores económicos, 
erosionan el sistema democrático, deterioran el buen funcionamiento de las insti-
tuciones y comprometen de forma indebida gran cantidad de recursos públicos9.
En consecuencia, solo cabe saludar de forma positiva el que, por exigencia del 
derecho de la Unión Europea, la nueva regulación, comentada en este capítu-
lo, determine que la posición de la Administración hacia el concesionario sea 
menos proteccionista, de modo que, necesariamente, en todos los contratos 
de concesión de obra pública ha de haber una transferencia real del riesgo 
operacional de la Administración al concesionario. La retirada del apoyo 
incondicional de la Administración a los operadores privados impulsores de 
las grandes obras públicas, sin duda alguna, contribuirá a enfriar su apetito 
por cualquier tipo de inversión, haciéndolos más selectivos y orientándolos 
a la búsqueda de aquellos realmente productivos. De este modo se podría 
lograr que el sistema público de contratación de infraestructuras atienda 
menos a la oferta y más a la demanda, con la consiguiente racionalización y 
mejora de la eficiencia del gasto oficial0.
8 Cfr., sobre este fenómeno, sansón carrasco, Contra el capitalismo clientelar, Barcelona, Península, 
2017.
9 Cfr. romero et al. “Aproximación a la Geografía del despilfarro en España: balance de las últimas 
dos décadas”, cit., p. 8.
0 Cfr. germà bel. España, capital París. ¿Por qué España construye tantas infraestructuras que no se 
usan?, Barcelona, Destino, 201, passim.
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